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Disposiciones generales de la 
Comunidad Autónoma andaluza*

Decreto 9/2011, de 18 de enero, por el que se modifican diversas
normas reguladoras de Procedimientos Administrativos de Indus-
tria y Energía (BOJA núm. 22, de 2 de febrero).

Esta disposición forma parte del proceso de adecuación de la legislación
autonómica a la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, en ma-
teria de supresión de trabas al establecimiento y la prestación de servicios. Asi-
mismo se enmarca en los objetivos fijados por el Plan de Simplificación de Pro-
cedimientos Administrativos y Agilización de Trámites que la Junta de Anda-
lucía aprobó en 2009, al tiempo que pretende implantar la tramitación tele-
mática de los procedimientos administrativos relativos a la instalación y puesta
en funcionamiento de establecimientos e instalaciones industriales en cumpli-
miento de lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electróni-
co de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

Entre las medidas tendentes a la supresión de trabas, el Decreto elimina el
plazo de 20 días para la puesta en servicio de la mayoría de las instalaciones in-
dustriales y energéticas. A tal fin se modifica el Decreto 59/2005, de 1 de mar-
zo, por el que se regula el procedimiento para la instalación, ampliación, tras-
lado y puesta en funcionamiento de los establecimientos industriales, así como
el control, responsabilidad y régimen sancionador de los mismos, permitiendo
la tramitación telemática de los procedimientos administrativos de instalación,
ampliación, traslado y puesta en funcionamiento de instalaciones y estableci-
mientos industriales y modificando el régimen procedimental del capítulo ter-
cero del citado Decreto, optando por su simplificación mediante la eliminación
del citado plazo de veinte días que establece el art. 5.5.b) para la puesta en fun-
cionamiento de los establecimientos e instalaciones originalmente no contem-
plados en el Anexo del Decreto, estableciendo un sistema de comunicación co-
mo único trámite para la totalidad de establecimientos e instalaciones contem-
pladas dentro del denominado Grupo II.
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Asimismo elimina el trámite de información pública para autorizar insta-
laciones de distribución eléctrica y gasista de menor entidad (de “tercera cate-
goría”), siempre y cuando no tengan incidencia urbanística, medioambiental o
sobre propiedades privadas. La medida afecta a los proyectos relativos a líneas
subterráneas de distribución eléctrica, centros de transformación ubicados en
suelos urbanos o urbanizables y extensiones de redes de distribución de com-
bustibles gaseosos. En este último caso también se suprime la anterior exigen-
cia de constituir una garantía por el 2% del presupuesto.

Entre las medidas de simplificación aprobadas destaca también la supre-
sión de la etiqueta identificativa prevista en el Reglamento del Suministro Do-
miciliario de Agua (art. 39 del Decreto 120/1991), lo que permitirá eliminar
retrasos en las entregas de los contadores y costes adicionales que repercuten
negativamente en el servicio sin aportar valor añadido alguno.

Finalmente, y en relación con la energía fotovoltaica, se elimina la obliga-
ción de depositar avales para las instalaciones sobre cubiertas y de presentar el
contrato de suministro de los paneles al inicio de la tramitación que contem-
plaba el Decreto 50/2008, de 19 de febrero, por el que se regulan los procedi-
mientos administrativos referidos a las instalaciones de energía solar fotovoltai-
ca emplazadas en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Decreto 15/2011, de 1 de febrero, por el que se establece el régi-
men general de planificación de los usos y actividades en los par-
ques naturales y se aprueban medidas de agilización de procedi-
mientos administrativos (BOJA núm. 30, de 11 de febrero).

El Decreto persigue homogeneizar el régimen de gestión de los parques
naturales andaluces salvaguardando las singularidades recogidas en los vigen-
tes planes de ordenación de los recursos naturales y de uso y gestión de cada
parque natural.

Las disposiciones de aplicación general a los parques naturales que se regu-
lan en este Decreto tienen a todos los efectos la consideración de normas de or-
denación de los recursos naturales de las previstas en el artículo 1.2 de la Ley
2/1989, de 18 de julio. El contenido de estas normas de ordenación de los re-
cursos naturales se integra con el de cada uno de los planes de ordenación de los
recursos naturales de los parques naturales de Andalucía que lo tienen aprobado.

Así pues, la planificación de la ordenación de los recursos naturales de los
parques naturales de Andalucía queda integrada, por una parte, por las nor-
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mas generales que se contienen en este Decreto y, por otra, por el contenido al
que se refiere el artículo 19 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, incluido en
los distintos planes de ordenación de los recursos naturales de los parques na-
turales andaluces.

Con el objetivo de adecuar el contenido de los planes de ordenación de
los recursos naturales de los parques naturales aprobados hasta la fecha, al ré-
gimen de planificación regulado en este Decreto, la disposición adicional se-
gunda establece la necesidad de que en el plazo de tres años se revise su con-
tenido.

En el contexto de adecuación de la legislación de servicios que enmarcan
las Leyes 17/2009, de 23 de noviembre, de libre acceso a las actividades de ser-
vicio y 3/2010, de 21 de mayo, de transposición de la Directiva 2006/123/CE
de servicios, y de acuerdo asimismo con los objetivos de la Ley 1/2008, de 27
de noviembre, de medidas tributarias y financieras de impulso a la actividad
económica de Andalucía y de agilización de procedimientos administrativos, el
Decreto incorpora medidas de simplificación administrativa consistentes en su-
primir trámites, acortar los tiempos de respuesta y establecer el silencio admi-
nistrativo positivo como norma general en caso de no resolver dentro de los
plazos establecidos. Entre otras novedades, se incorporan procedimientos abre-
viados de 15 días para las autorizaciones de seis grandes bloques de activida-
des que anteriormente requerían trámites de dos meses. Se trata de los eventos
deportivos de pesca marítima recreativa, los tratamientos fitosanitarios aéreos
en terrenos forestales, las actividades de ocio y deporte de naturaleza en cami-
nos, pistas forestales y espacios con limitación de acceso (cicloturismo y sende-
rismo entre ellas), las acampadas nocturnas y vivaqueos vinculados a travesía
de montaña, la filmación, fotografía y grabación con uso de equipos auxiliares,
y las actividades de ocio y deporte fuera de los lugares designados previamen-
te para ellas en cada parque natural.

Junto con estos procedimientos abreviados, el decreto fija también otro
conjunto de actividades para las que no se exigen autorizaciones sino única-
mente comunicaciones previas. En todos los casos, la Consejería de Medio
Ambiente pondrá a disposición de los ciudadanos una herramienta informáti-
ca específica de tramitación electrónica, cuya creación también se recoge en la
norma. No obstante, se mantiene la obligación de autorización previa para los
proyectos urbanísticos, con la excepción de pequeñas obras de instalaciones de
servicio y rehabilitación o reforma que no alteren el volumen edificado ni las
características externas y no requieran de proyecto técnico. En este caso bas-
tará con la comunicación previa.
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De las disposiciones finales, destaca la modificación del Reglamento Fo-
restal de Andalucía, aprobado por Decreto 208/1997, de 9 de septiembre, in-
cluyendo previsiones sobre régimen de autorización y comunicaciones previas,
participando esta modificación de los mismos principios de agilización de trá-
mites que inspiran este Decreto. De esta forma, se da cumplimiento a la previ-
sión contenida en el artículo 64.1 de la Ley 2/1992, de 15 de junio, Forestal de
Andalucía, según la redacción dada por la Disposición final cuarta de la Ley
1/2008 de 27 de noviembre, en virtud de la cual reglamentariamente se po-
drán excepcionar del régimen de autorización aquellos usos y aprovechamien-
tos que no pongan en peligro la conservación y funcionalidad de los recursos y
terrenos forestales, estableciendo en cada caso las condiciones en que podrán
realizarse.

Los Parques Naturales andaluces comprenden un área total de influencia
socioeconómica de 3,5 millones de hectáreas (el 40% de la superficie regional),
en las que se ubican 238 municipios y 2,7 millones de habitantes (el 36% de la
población andaluza).

Ley 1/2011, de 17 de febrero, de reordenación del sector público de
Andalucía (BOJA núm. 36, de 21 de febrero).

Se recordará que el Decreto-Ley 5/2010, de 27 de julio, puso en marcha
una reordenación del sector público andaluz extraordinariamente polémica.
La norma se situaba en línea con el objetivo de rebajar el déficit autonómico
adelgazando el sector público andaluz y de racionalizar la Administración au-
tonómica, titular de un sector público muy inflacionado (con tres centenares de
entidades vinculadas o dependientes de la Administración de la Junta antes de
la reforma). El Decreto-Ley se acompañaba de un Acuerdo del Consejo de Go-
bierno, de la misma fecha, que explicaba dicha reordenación en torno a tres
ejes: a) la reducción del número de entidades instrumentales de la Administra-
ción autonómica mediante operaciones de integración, fusión, absorción y ex-
tinción; b) la simplificación de la estructura periférica de la Administración ins-
trumental; y c) la mejora de gestión de la información, de los recursos huma-
nos y a la gestión económico-financiera del sector público. El Decreto-Ley
plasmaba estos objetivos en torno a una “agencialización” generalizada de mu-
chos organismos y entidades que se concentraban o refundían, en no pocos ca-
sos, en torno a una nueva Agencia pública empresarial, que emergía como en-
te instrumental prácticamente único en algunas Consejerías. La medida pro-
vocaba un trasvase de personal en una doble dirección: funcionarios que pasan
a las nuevas Agencias y laborales adscritos a entidades y empresas que se ex-
tinguen que pasan también a la Agencia.
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La reacción ante el Decreto-Ley 5/2010 fue tan intensa como el alcance
de la propia reforma que se proponía. Todos los sindicatos y una gran mayo-
ría del funcionariado andaluz rechazaron de inicio la norma, considerándola
contraria al estatuto básico del empleado público. De un lado, los funcionarios
temen su laboralización o su adscripción funcional a una Agencia; de otro, se
quejan de la conversión en personal laboral fijo, en las Agencias y Fundacio-
nes de nueva creación, de los empleados de empresas públicas y demás enti-
dades del sector público que ahora se extinguen sin haber pasado un sistema
de selección de mérito y capacidad. Las quejas y movilizaciones entre los em-
pleados públicos se sumaron al recurso de inconstitucionalidad deducido por
el PP andaluz contra el Decreto-Ley (recurso núm. 7686-2010, admitido a trá-
mite por providencia del Tribunal Constitucional de 23 de noviembre). Ante-
riormente, el sindicato CSI-CSIF interpuso un recurso contencioso-adminis-
trativo ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, por la vía especial
de protección de derechos fundamentales, contra el Acuerdo del Consejo de
Gobierno al que antes aludimos, lo que fue secundado por otros sindicatos mi-
noritarios.

La presión sindical y el conflicto laboral desatado por los funcionarios for-
zó que a finales de 2010 la Junta de Andalucía negociase la reforma del que ya
se conocía popularmente como “el decretazo”. La reforma se pactó con los dos
sindicatos mayoritarios de la Mesa General de Negociación del Empleado Pú-
blico de la Administración de la Junta de Andalucía, UGT y CCOO, pero con-
tó con la oposición de los minoritarios y un sector importante del funcionaria-
do, que siguieron pidiendo la retirada de la medida. Fruto de las mencionadas
negociaciones es el Decreto-Ley 6/2010, de 23 de noviembre, de medidas
complementarias del Decreto-Ley 5/2010, que en el momento de su convali-
dación parlamentaria a finales de año inició su tramitación como proyecto de
Ley y que, al cabo, ha dado lugar a la aprobación de la Ley 1/2011, de 17 de
febrero.

La pretensión principal del Decreto-Ley 6/2010 y de la Ley 1/2011 que
surge de su tramitación parlamentaria como proyecto de Ley es precisar el ré-
gimen de integración del personal, tanto funcionario como laboral, en las
Agencias públicas empresariales y de régimen especial intentando paliar los
miedos sindicales antes apuntados. Respecto a los funcionarios, la norma su-
braya el carácter voluntario de su incorporación y garantiza la aplicación del
Acuerdo de Condiciones de Trabajo del Personal Funcionario de la Junta de
Andalucía. En el caso de que se integren como personal laboral, quedarían en
la situación administrativa de excedencia voluntaria por prestación de servicios
en el sector público andaluz. De reingresar al servicio activo, les será reconoci-
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do el trabajo desarrollado en las Agencias para los concursos de méritos y tam-
bién a efectos de reconocimiento de trienios. De igual modo, la reforma ga-
rantiza la voluntariedad de la integración del personal laboral de la Adminis-
tración General en las Agencias. Por su parte, el personal laboral de las enti-
dades instrumentales que se extinguen o transforman se integrará en las nue-
vas agencias resultantes de estos procesos. Para adquirir, en su caso, la condi-
ción de personal funcionario o laboral de la Administración General, estos tra-
bajadores deben participar en las pruebas selectivas de acceso libre que se con-
voquen. En cuanto a la Agencia Andaluza del Agua, extinguida como conse-
cuencia del Decreto-Ley de julio (por absorción de Egmasa), se prevé que sus
empleados –uno de los colectivos más batalladores contra el “Decretazo”– se
integren en la estructura de la Consejería de Medio Ambiente.

Decreto 66/2011, de 29 de marzo, por el que se asignan las funcio-
nes, medios y servicios traspasados por la Administración General
del Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de
ordenación y gestión del litoral (BOJA núm. 65, de 1 de abril).

Mediante Real Decreto 62/2011, de 21 de enero, de traspaso de funciones
y servicios de la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de An-
dalucía en materia ordenación y gestión del litoral (BOJA núm. 38, de 23 de fe-
brero), se traspasaron a la Comunidad Autónoma de Andalucía las funciones y
servicios relativos al litoral andaluz que hasta entonces correspondían al Minis-
terio de Medio Ambiente, Medio Rural y Marino, a excepción de aquellas fun-
ciones y servicios que se reserva la Administración General del Estado o que se
definen como competencias concurrentes de la Administración General del Es-
tado y de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Por su parte, este Decreto
asigna a las Consejerías de Obras Públicas y Vivienda; Agricultura y Pesca; Tu-
rismo, Comercio y Deporte, y Medio Ambiente, las funciones, medios, servicios
y personal transferidos por el mencionado Real Decreto estatal.

Con este traspaso, la Junta de Andalucía se hace cargo de los medios y fun-
ciones en materia de ordenación y gestión del litoral. Asimismo se crea una Co-
misión de seguimiento y evaluación, adscrita a la Consejería de la Presidencia,
en la que pretende articularse la participación de los agentes económicos y so-
ciales en la ordenación y gestión del litoral. De igual modo, en las seis provin-
cias con dominio público marítimo-terrestre. Finalmente, el Real Decreto es-
tablece la participación de la Comunidad Autónoma en la planificación y pro-
gramación de las obras de interés general, así como en la gestión de las ads-
cripciones al dominio público marítimo-terrestre para construcción, amplia-
ción o modificación de puertos y vías de transporte de titularidad autonómica.

Revista Andaluza de Administración Pública

ISSN: 0034-7639, núm. 79, Sevilla, enero-abril (2011), págs. 399-412

RESEÑA LEGISLATIVA



Disposiciones generales de la Comunidad Autónoma Andaluza

405

Decreto 39/2011, de 22 de febrero, por el que se establece la orga-
nización administrativa para la gestión de la contratación de la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía y sus entidades instrumen-
tales y se regula el régimen de bienes y servicios homologados
(BOJA núm. 52, de 15 de marzo).

La norma se dicta en desarrollo de la competencia sobre el procedimien-
to administrativo derivado de las especialidades de la organización propia de
la Comunidad Autónoma y la estructura y regulación de los órganos adminis-
trativos públicos de Andalucía (art. 47.1.1.ª del EAA) y en el marco de la Ley
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público tras las reformas
que sobre la misma ha operado la Ley 34/2010, de 5 de agosto, de transposi-
ción de la Directiva 2007/66/CE, que regula el régimen de recursos en la tra-
mitación de los procedimientos de selección.

El Decreto designa los órganos competentes en el ejercicio de las funcio-
nes reguladas por la Ley estatal de Contratos del Sector Público, donde se tie-
ne muy en cuenta el resultado de la reordenación del sector público andaluz
(ley 1/2011, ya comentada); el Registro de licitadores y de contratos; el régi-
men de homologación de obras, bienes y servicios; y los modelos de pliegos de
cláusulas administrativas generales y particulares. Asimismo, incorpora a la
normativa de contratación administrativa de la Junta las medidas previstas en
la Ley de Promoción de la Igualdad de Género en Andalucía y en los planes
autonómicos de prevención de riesgos laborales.

Ley 2/2011, de 25 de marzo, de Calidad Agroalimentaria y Pes-
quera de Andalucía (BOJA núm. 70, de 8 de abril).

El auge de las denominaciones de calidad y de la certificación en el sector
agroalimentario y pesquero es patente en los últimos años. La certificación de
la calidad a cargo de organismos independientes de control dedicados a la ins-
pección, análisis y certificación de alimentos se ha convertido en un elemento
decisivo de la competitividad en unos mercados agroalimentarios y pesqueros
cada vez más globalizados y exigentes, con una distribución muy concentrada
y una Política Agraria Común menos intervencionista. Por otra parte, las re-
currentes “crisis alimentarias” hacen que los consumidores exijan mayores ga-
rantías de calidad. El mayor conocimiento y concienciación alimentaria del
consumidor hace que éste demande cada vez más productos con característi-
cas diferenciales; producidos, además, con el menor impacto medioambiental
posible.
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Consciente de esta clara orientación del mercado, esta Ley regula las ac-
tuaciones de los organismos que realizan controles específicos de la calidad in-
cluyendo en ellos la toma de muestras, así como las de los laboratorios que par-
ticipan en la obtención de los resultados que servirán para la caracterización,
clasificación y evaluación de los productos, asignación de calidades y valoración
del cumplimiento de los pliegos de condiciones para la certificación. Por otra
parte, establece determinaciones de trazabilidad y gestión de calidad, que cons-
tituyen una herramienta fundamental en el seguimiento y localización de las di-
ferentes partidas, a la vez que permiten a los operadores demostrar las declara-
ciones que, referidas a las características de sus productos, puedan realizar en su
etiquetado. La Ley también se ocupa del el ámbito de la calidad comercial, de-
finiendo los requisitos que deben cumplir por los diferentes operadores y am-
pliando las actividades de control hasta abarcar a los propios organismos inde-
pendientes de control que intervienen en el reconocimiento de la calidad.

La Ley se estructura en seis títulos. En el Título I, dedicado a las disposi-
ciones generales, se establece el objeto y su ámbito de aplicación.

El Título II se refiere al aseguramiento de la calidad comercial agroali-
mentaria y pesquera, estableciendo los principios y mecanismos que permiten
garantizar la conformidad de los productos y un marco de competencia leal
entre los operadores del sector.

En el Título III, dedicado a la calidad diferenciada, se definen las deno-
minaciones de calidad protegidas por la Ley y las marcas de titularidad públi-
ca, al tiempo que se establece el procedimiento para su reconocimiento y re-
gistro, así como la estructura, funciones y financiación de los Consejos regula-
dores de las denominaciones de origen protegidas, indicaciones geográficas
protegidas e indicaciones geográficas de bebidas espirituosas, que se califican
de Corporaciones de Derecho Público.

El Título IV regula la evaluación de la conformidad, que incluye la auto-
rización, inscripción, retirada y obligaciones de los organismos de evaluación
de la conformidad.

En el Título V se regula el control oficial de la calidad agroalimentaria y
pesquera. Asimismo, se atribuye a los órganos de control de las denominacio-
nes de calidad diferenciada la función administrativa de verificación del cum-
plimiento del pliego de condiciones, reservando a la Consejería competente en
materia de agricultura y pesca las funciones de tutela y supervisión sobre el
funcionamiento y adaptación a las determinaciones de la Ley.
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En el VI y último Título se establece el régimen sancionador, regulando
tanto las actuaciones previas y las medidas cautelares a adoptar como las in-
fracciones y las sanciones en materia de calidad agroalimentaria y pesquera.

La Ley contiene cuatro disposiciones adicionales, dos disposiciones transi-
torias, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales, una de las cua-
les modifica la Ley 10/2007, de 26 de noviembre, de Protección del Origen y
la Calidad de los Vinos de Andalucía a fin de adecuar la gravedad de las in-
fracciones a la normativa de salud pública, hacer menos restrictivo el uso de
marcas u otros símbolos en otros productos distintos a los protegidos, y para
hacer extensivo el régimen en materia de verificación del cumplimiento del
pliego de condiciones de otros productos alimentarios a los vínicos, de confor-
midad con lo dispuesto en la normativa comunitaria de aplicación.

Decreto 67/2011, de 5 de abril, por el que se regula el control de
calidad de la construcción y obra pública (BOJA núm. 77, de 19 de
abril).

El Gobierno andaluz aprobó el Decreto 13/1988, de 27 de enero, por el
que se regula el control de calidad de la construcción y obra pública, con el fin
de garantizar el cumplimiento de la normativa vigente en esta materia e ins-
trumentar, por otra parte, los mecanismos necesarios para la defensa del ad-
ministrado. Como desarrollo del citado Decreto fueron aprobadas diferentes
disposiciones relativas a la acreditación de los laboratorios y de las entidades de
control de calidad para la prestación de asistencia técnica a las obras; igual-
mente fue aprobado el Decreto 21/2004, de 3 de febrero, por el que se aprue-
ba el Reglamento de la Acreditación y del Registro de las Entidades de Con-
trol de Calidad de la Construcción.

El objeto fundamental de este nuevo Decreto, que deroga los dos ante-
riormente citados, es regular los trámites de acreditación de los laboratorios y
entidades que ejercen funciones de control de calidad de la edificación y de las
obras de construcción públicas y privadas para adaptar estos procedimientos a
la Directiva europea de servicios en el mercado interior. En el ámbito de la edi-
ficación de obra privada y de obra pública, los laboratorios de ensayos realizan
pruebas de verificación de las estructuras de hormigón, acero y madera, obras
de albañilería y viales. Para las obras de ingeniería civil, desarrollan ensayos so-
bre aspectos relacionados con suelos, firmes bituminosos, conglomerantes, ári-
dos, hormigón, agua, productos metálicos, reconocimientos geotécnicos y se-
ñalización. Por su parte, las entidades de control son las encargadas de emitir
los informes sobre la calidad de los proyectos, los materiales empleados y su eje-
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cución y vida útil. Esta actividad incluye estudios del terreno y del estado de
conservación de edificios, verificaciones del cumplimiento de la normativa, se-
guimientos de las prestaciones del edificio a lo largo del tiempo y supervisiones
de la eficiencia energética.

Además de la supresión de los requisitos iniciales para el ejercicio de la ac-
tividad, el Decreto potencia el seguimiento a posteriori de la misma basado en
inspecciones para comprobar la veracidad de las declaraciones. Asimismo se
refuerza la calidad de los servicios prestados por estos laboratorios y entidades
de control mediante la promoción de auditorías, evaluaciones técnicas e ini-
ciativas de fomento de la certificación voluntaria por parte de las propias enti-
dades.

El Decreto lleva a cabo una nueva regulación del registro de laboratorios
y entidades y los requisitos para su inscripción. Entre estas condiciones, y jun-
to con la declaración responsable, exigiendo a las empresas verificadoras un sis-
tema de gestión calidad conforme a las normas UNE-EN-ISO-IEC 17025 (la-
boratorios) y 17020 (entidades de control), además del compromiso de garan-
tizar la independencia, imparcialidad y confidencialidad en su labor. En todo
caso, las funciones de los laboratorios y las entidades verificadoras habrán de
realizarse a través del Plan de Control de Calidad preceptivo para todas las
construcciones públicas y privadas en la Comunidad Autónoma andaluza.

Decreto-Ley 1/2011, de 26 de abril, por el que se modifica la Ley
15/1999, de 16 de diciembre, de Cajas de Ahorros de Andalucía
(BOJA núm. 82, de 28 de abril).

El objetivo fundamental de este Decreto-Ley es adaptar la Ley andaluza
15/1999, de 16 de diciembre, de Cajas de Ahorro a los cambios introducidos
en el régimen básico estatal por el importante Real Decreto-Ley 11/2010, de
9 de julio, de órganos de gobierno y otros aspectos del régimen jurídico de las
Cajas de Ahorros (cuya Disposición Transitoria Segunda daba seis meses a las
Comunidades Autónomas para adaptar su régimen de Cajas al mismo), que
pretendió articular el fortalecimiento de las Cajas de Ahorro y facilitar su flu-
jo de crédito a través de la capitalización de estas entidades y de la profesiona-
lización de su gestión mediante la reforma de sus órganos de gobierno.

Para reforzar la capitalización y facilitar el acceso a recursos financieros en
iguales condiciones que el resto de las entidades de crédito, el Decreto-Ley an-
daluz, en consonancia con el estatal, regula los Sistemas Institucionales de Pro-
tección (SIP), como estructuras fusionadas de reestructuración que contribu-
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yan a la capitalización de las Cajas; el ejercicio indirecto de la actividad finan-
ciera de las Cajas a través de entidades bancarias, mediante la cesión de sus ac-
tivos a un banco; y la transformación de las Cajas en fundaciones de carácter
especial para la gestión de la obra social.

Según el Decreto-Ley andaluz la adopción de cualquiera de estos tres mo-
delos organizativos requerirá su aprobación por una mayoría reforzada de dos
tercios en la Asamblea General de la Caja. En el caso de las dos primeras op-
ciones, se requiere la autorización adicional de la Consejería de Economía, In-
novación y Ciencia, mientras que la tercera (la transformación de la Caja en
Fundación para la gestión de la obra social) ha de ser autorizada por el Con-
sejo de Gobierno. En este último caso se prevé, además, que la Caja que se
convierta en fundación de carácter especial quede bajo el protectorado de la
Consejería, que tendrá derecho a designar un representante en su Patronato.
Este órgano, integrado por un máximo de 20 miembros, deberá reflejar en su
composición la misma proporcionalidad de grupos públicos y privados que fi-
guraban en los órganos de gobierno de la caja transformada. Los representan-
tes originarios podrán formar parte del primer Patronato de la nueva funda-
ción y permanecer en el cargo por el tiempo que les reste hasta la finalización
de sus mandatos.

La reforma organizativa y la profesionalización de las Cajas es otra de las
cuestiones claves del proceso de reconversión y “bancarización” de estas enti-
dades. En materia de órganos de gobierno de las Cajas de Ahorros, además de
los órganos de gobierno tradicionales, Asamblea General, Consejo de Admi-
nistración y Comisión de Control, se crea un nuevo órgano, la Comisión de
Obra Social, y se atribuye la categoría de órganos a unas figuras que tenían
existencia en la regulación anterior, aunque no se les reconocía tal naturaleza;
estos son la Dirección General, la Comisión de Retribuciones y Nombramien-
tos y la Comisión de Inversiones. Por otro lado, y en orden a la consecución del
objetivo de profesionalización de los órganos de las Cajas de Ahorros, se aña-
de un nuevo requisito, exigible al menos a la mayoría de los vocales del Con-
sejo de Administración y a todos los miembros de la Comisión de Control, cual
es que los mismos deberán poseer conocimientos y experiencia específicos pa-
ra el ejercicio de sus funciones. Este requisito será exigible, en todo caso, a quie-
nes desempeñen funciones ejecutivas.

Respecto a los porcentajes de representación de los diferentes grupos en
los órganos de gobierno, las corporaciones municipales reducen su proporción
del 22% al 15%, mientras que la Junta de Andalucía pasa del 15 al 12%. Por
el contrario, incrementa su peso (del 8% al 18%) el grupo englobado bajo la
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denominación “otras Organizaciones”, en el que se incluyen los colectivos con
representación en el Consejo Económico y Social de Andalucía (empresarios,
sindicatos, economía social y consumidores, entre otros). Por su parte, mantie-
nen la misma representación los impositores (27%), los empleados (15%) y las
entidades fundadoras (13%). No obstante, en el caso de que en este último gru-
po se incluyan también entidades privadas, su cuota participativa será del 18%,
reduciéndose la representación de los impositores y del grupo “otras Organi-
zaciones” al 25% y al 15%, respectivamente.

En el Consejo de Administración se establece, como novedad destacable,
la posibilidad de que todos los grupos de representación puedan designar has-
ta dos miembros del mismo que no tengan la condición de Consejeros Gene-
rales, opción que hasta la fecha solo se reconocía a los grupos de Corporacio-
nes Municipales e impositores. Por otro lado, se suprime el límite máximo de
dos vocales que puede designar el grupo de las Corporaciones Municipales en-
tre personas ajenas a la Asamblea General. Estas disposiciones tienden a faci-
litar el cumplimiento de los nuevos requisitos de conocimientos y experiencia
exigidos a los miembros del órgano de administración de las Cajas de Ahorros.

El nuevo régimen de las cuotas participativas se regula en los artículos 27
y 28 de la Ley 15/1999. En el primero de ellos se acoge una novedad funda-
mental, introducida por la normativa básica estatal, que se refiere a la posibi-
lidad de que las cuotas participativas puedan incorporar el derecho de repre-
sentación en los órganos de gobierno de la Caja emisora. Desde otra perspec-
tiva, se traslada a la Ley 15/1999 en los mismos términos que se establecen en
la regulación básica estatal, el régimen jurídico de la representación de los cuo-
tapartícipes en los órganos de gobierno de la Caja, su derecho de información,
el régimen de impugnación de acuerdos por parte de los mismos y otros as-
pectos relacionados con ellos.

Asimismo se incorpora el régimen de incompatibilidades recogido en el
Decreto-Ley estatal. En particular la prohibición de simultanear las funciones
en los órganos de gobierno en las Cajas con un cargo político electo o un alto
cargo en la Administración pública, aunque para su cumplimiento se estable-
ce un plazo máximo legal de tres años.

En relación con las retribuciones de los miembros de los órganos de go-
bierno, el Decreto-Ley prohíbe la percepción simultánea de dietas y sueldos.
En el caso de la modalidad SIP y del ejercicio indirecto de la actividad a tra-
vés de entidad bancaria, tampoco se permiten los sueldos o indemnizaciones
dobles (una por la Caja y otra por la entidad bancaria). Estas retribuciones, que
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deberán ser aprobadas por las Asambleas Generales de las Cajas, no podrán
ser en ningún caso superiores a las fijadas para el Presidente de la Junta de An-
dalucía.

En consonancia con la legislación estatal, el Decreto-Ley andaluz prohíbe
que se lleven a cabo renovaciones totales de los órganos de gobierno de las Ca-
jas tras la finalización de sus mandatos de seis años. Esta medida también se
aplica en el caso de conclusión de los periodos transitorios de órganos de go-
bierno en procesos de fusión para la creación de nuevas entidades. Conforme
a la nueva redacción del art. 15 de la Ley 15/1999, tanto en el supuesto de fu-
sión con creación de nueva entidad como en el de fusión por absorción, el pe-
ríodo transitorio finalizará con una renovación parcial de los órganos de go-
bierno, y no total como antes se preveía.

Finalmente es de destacar el establecimiento de la obligación de que las
Cajas no andaluzas que operen en el territorio de la Comunidad a través de un
SIP o de bancos a los que aquéllas cedan sus activos, reviertan con su obra so-
cial la proporción de beneficios obtenidos por su actividad en la Comunidad
autónoma andaluza.

Conforme a la disposición transitoria primera, en el plazo máximo de tres
meses a contar desde la publicación de la presente disposición las Cajas de
Ahorros deberán proceder a adaptar sus Estatutos y Reglamentos, siguiendo el
procedimiento establecido en la Ley 15/1999 para las adaptaciones de los mis-
mos a las modificaciones normativas, si bien el plazo para ello queda reducido
a un mes. De otro lado, conforme a la disposición transitoria segunda, la adap-
tación de la Asamblea General y de los demás órganos de las Cajas a las nor-
mas contenidas en el Decreto-ley se realizará dentro de los dos meses siguien-
tes al de la aprobación de los Estatutos y Reglamentos de las Cajas, salvo en el
caso de las Cajas de Ahorros que en la fecha de entrada en vigor del mismo se
encuentren en el período transitorio tras una fusión, las cuales llevarán a efec-
to la adaptación de sus órganos en la renovación parcial que corresponderá
efectuar a la finalización del período transitorio, conforme se prevé en la dis-
posición transitoria cuarta.

En la disposición transitoria tercera se regula la forma de efectuar los ajus-
tes necesarios para llevar a efecto la adaptación de la composición de los órga-
nos de gobierno de las Cajas de Ahorros y tanto ésta como la transitoria cuar-
ta establecen las reglas para el cómputo de los mandatos de los miembros que
deban cesar, así como de los que se incorporen a los órganos con motivo de la
referida adaptación.
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Por otra parte, la disposición transitoria sexta establece el régimen aplica-
ble a los miembros de los órganos de gobierno que deban cesar en el ejercicio
de sus cargos como consecuencia del nuevo régimen de incompatibilidades.

Al establecerse respecto de las Cajas creadas por fusión un nuevo régimen
para la renovación de sus órganos de gobierno cuando finaliza el período tran-
sitorio, la disposición transitoria séptima establece los plazos para la renovación
de los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorros que, resultantes de una fu-
sión con creación de nueva entidad, hubiesen realizado con anterioridad a la
entrada en vigor del Decreto-ley y conforme a la regulación que se deroga por
el mismo, una renovación total de sus órganos de gobierno. Dichas Cajas efec-
tuarán la primera renovación parcial de sus órganos a los seis años de aquella
renovación total, siendo las sucesivas renovaciones parciales cada tres años. Por
lo que se refiere a las Cajas de Ahorros creadas por fusión que en la fecha de
entrada en vigor del Decreto-ley se encuentren en el período transitorio, se les
aplicará el régimen de renovación de los órganos que instaura la presente dis-
posición.

En la disposición transitoria octava se establece una regla especial para el
cómputo total del mandato de los miembros de los órganos de gobierno de las
Cajas de Ahorros que acuerden su integración en un SIP o el ejercicio indi-
recto de su actividad financiera a través de una entidad de crédito, de acuerdo
con lo que prevé el Real Decreto-ley 11/2010.

Por otra parte, y al margen ya de la regulación de las Cajas de Ahorro, la
disposición final tercera del Decreto-ley introduce una modificación de la Ley
12/2010, de 27 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma
para Andalucía para el año 2011, con la finalidad de crear y constituir el Fon-
do para la Reestructuración Financiera de Empresas, como un fondo sin per-
sonalidad jurídica de los regulados en el apartado 3 del artículo 5 del Texto Re-
fundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía,
para atender la financiación de planes de viabilidad y de reestructuración de
las empresas que promuevan la consolidación del tejido empresarial, acogidos
al Programa de Ayudas a Empresas Viables con dificultades coyunturales en
Andalucía y que será gestionado por la Agencia de Innovación y Desarrollo de
Andalucía (IDEA).
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